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Surén Fuentes, Juez Ponente 

 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Comparece ante este foro el Sr. José López Huertas (en 

adelante, Sr. López o recurrido), quien se encuentra confinado en 

la Institución Bayamón 501 del Complejo Correccional de 

Bayamón. Este nos presenta lo que aparenta ser un escrito de 

Revisión Judicial. Para disponer del recurso, prescindimos de la 

comparecencia de la parte recurrente, según nos faculta la Regla 7 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, 

R. 7. 

El Sr. López nos presenta un escrito titulado Revisión 

Judicial al Amparo del Reglamento 170 de la División de Remedios 

Administrativos Según Ley Orgánica 116, mediante el cual de forma 

algo confusa nos solicita que le ordenemos al Departamento de 

Corrección y Rehabilitación (Corrección) que refiera su expediente 

administrativo para evaluación al Programa de Libre Comunidad y 

así beneficiarse de pases para visitar su familia. Su escrito no 

presenta señalamientos de error, no incluye ni hace referencia a 



 
 

 
KLRA201600870 

 

2 

alguna determinación emitida por un Tribunal o Agencia 

Administrativa en la cual se haya denegado alguna petición. 

Tampoco incluye o hace referencia a apéndices que nos pueda 

llevar a atender nuestra jurisdicción. 

II. 

Es menester indicar que un confinado al acudir en un 

recurso ante este Tribunal no se encuentra en desventaja por estar 

limitada su libertad. Por el contrario, estos litigantes tienen un 

trato deferencial en comparación con el ciudadano común y 

corriente que goza de su libertad. Debido a limitaciones de su 

confinamiento podemos ser algo flexibles en cuanto a la 

presentación de los escritos. Sin embargo, esto no es razón para no 

cumplir con los requisitos mínimos de forma que establece nuestro 

ordenamiento. El hecho de que la parte sea un confinado y 

comparezca por derecho propio, por sí solo no obliga al Tribunal 

para intervenir si no se coloca en condiciones para resolver alguna 

controversia, ni tampoco justifica el incumplimiento de las normas 

procesales. Febres vs. Ramar, 159 D.P.R. 714, 722 (2003).  

  Ante las necesidades de la población penal en Puerto Rico, el 

23 de enero de 2012, se adoptó el “Reglamento para Atender las 

Solicitudes de Remedios Administrativos Radicadas por los 

Miembros de la Población Penal”, conocido por Reglamento Núm. 

8145. (Reglamento 8145), el cual entró en vigor el 21 de febrero de 

2012, a consecuencia de la implementación del Plan de 

Reorganización 2-2011. En éste se dispone que la División de 

Remedios Administrativos de la Administración de Corrección 

atenderá toda reclamación relacionada con el funcionamiento de 

las Instituciones o facilidades correccionales del país. Con este 

reglamento se tiene jurisdicción para atender cualquier solicitud de 

un miembro de la población en asuntos relacionados directa o 

indirectamente con actos o incidentes que afecten personalmente 
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al miembro de la población correccional en su bienestar físico, 

mental, en su seguridad personal o en su plan institucional. Así, 

toda persona recluida en una Institución Penal tiene a su alcance 

un organismo administrativo ante el cual pueda presentar una 

solicitud de remedio y así minimizar las diferencias entre los 

miembros de la población penal y personal administrativo. Con 

ello se reduce, además, la presentación de pleitos ante los 

tribunales. Como sistema adjudicativo, el reglamento establece un 

proceso el cual indica cómo se tramitan en detalle las 

controversias ante la consideración de la División de Remedios 

Administrativos. 

Es imperativo señalar que la Sección 4.1 de la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme (L.P.A.U.) 3 L.P.R.A. 2171 

nos dice que; “las disposiciones de este capítulo serán aplicables a 

aquellas órdenes, resoluciones y providencias adjudicativas finales 

dictadas por agencias o funcionarios administrativos que serán 

revisadas por el Tribunal de Apelaciones mediante Recurso de 

Revisión Administrativa (…)”. Siendo así una orden o resolución, es 

“cualquier decisión o acción agencial de aplicación particular que 

adjudique derechos u obligaciones de una o más personas 

específicas, o que imponga penalidades o sanciones 

administrativas excluyendo órdenes ejecutivas emitidas por el 

Gobernador.” 3 L.P.R.A. Sec. 2101 (f). Por lo que la tramitación de 

un recurso de revisión dependerá que se trate de una 

adjudicación final. Esto es, que la decisión ponga fin al caso 

ante la agencia y se adjudique derechos, obligaciones o 

privilegios que corresponda a una parte, siendo ésta una 

Resolución u Orden Final. Véase Crespo Claudio v. OEG, 173 

D.P.R. 804 (2008), Comisionado de Seguros v. Universal, 167 D.P.R. 

21 (2006); ARPe v. Coordinadora, 165 D.P.R. 890 (2005). Con ello, 

la Asamblea Legislativa limitó la revisión judicial exclusivamente a 
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las órdenes finales de las agencias. Esto para que la intervención 

judicial se realizara concluido el trámite administrativo, evitando la 

intromisión indebida y a destiempo de los tribunales. Comisionado 

de Seguros v. Universal, supra. 

Antes de dilucidar el recurso ante nuestra consideración, es 

meritorio dirimir si poseemos jurisdicción para atenderlo. El 

Tribunal Supremo ha reiterado que tanto los foros de instancia 

como los apelativos tienen el derecho de analizar en todo caso si 

poseen jurisdicción para atender las controversias presentadas, 

puesto que los tribunales estamos llamados a ser fieles guardianes 

de nuestra jurisdicción. Constructora Estelar v. Autoridad de Edif. 

Públicos, 183 D.P.R. 1 (2011); Aguadilla Paint Center, Inc. v. Esso 

Standard Oil, Inc., 183 DPR 901 (2011). 

La parte que promueve la acción tiene que acreditar la 

jurisdicción y que ha cumplido con los requisitos necesarios para 

su perfeccionamiento. Al ser privilegiadas, las cuestiones 

jurisdiccionales deben ser resueltas con preferencia. Por lo tanto, 

al no haber jurisdicción, el Tribunal, lo único que puede hacer es 

desestimar la causa, Vega Rodríguez v. PRTC, 156 DPR 585, pág. 

195 (2002). Por ello, es deber del foro apelativo examinar su propia 

jurisdicción antes de entrar en los méritos del caso. Pueblo v. 

Miranda Colón, 115 D.P.R. 511, a la pág. 513 (1984). La Regla 83 

(B) y (C) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, 

expone: 

(B) Una parte podrá solicitar en cualquier 
momento la desestimación de un recurso por los motivos 
siguientes:  

(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de 
jurisdicción;  

(2) que el recurso fue presentado fuera del 
término de cumplimiento estricto dispuesto por ley 
sin que exista justa causa para ello. 

... 
(C) El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa propia, 

podrá desestimar un recurso de apelación o denegar un 
auto discrecional por cualesquiera de los motivos 
consignados en el inciso (B) precedente. 
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Esta Regla nos faculta motu proprio a desestimar todo 

recurso que carezca de jurisdicción. También ha expresado que “la 

falta de jurisdicción de un tribunal es un asunto que se puede 

levantar y resolver motu proprio”, es decir, por propia iniciativa del 

foro y que “hecho ese análisis y concluido que carece de 

jurisdicción, procede la desestimación del caso”. Souffront vs. AAA, 

164 DPR 663, 674 (2005). 

III. 

Al aplicar el derecho al tracto procesal del recurso ante 

nuestra consideración, surge un problema jurisdiccional. 

Explicamos. Del escrito presentado por el Sr. López no surge que 

recurra de un dictamen final emitido por el Departamento de 

Corrección y Rehabilitación o por el Foro Judicial. Tampoco nos 

hace referencia a algún caso o querella que haya presentado previo 

acudir a este foro. Incluso, no incluye algún número de caso que 

nos sirva de referencia. El Tribunal de Apelaciones es un Tribunal 

de jurisdicción apelativa, por lo que solo podemos revisar 

determinaciones finales emitidas por las agencias administrativas 

u órdenes, resoluciones y sentencias emitidas por un Tribunal. Ley 

de la Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 2003, 

según enmendada, 4 L.P.R.A. Sec. 24 Y(c), siguiendo el 

procedimiento establecido en la PAU Sec. 2101, supra. En ningún 

momento el Sr. López nos menciona que esté solicitando revisión 

de una denegación final de alguna petición previamente hecha. El 

recurso presentado por el recurrido no hace mención de un 

dictamen el cual podamos revisar. Por ello, al examinar el escrito 

presentado y el Derecho aplicable, no tenemos jurisdicción para 

atender el recurso. 
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IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, los cuales hacemos 

formar parte de esta Sentencia, desestimamos el recurso 

presentado. 

Notifíquese a todas las partes y a la Oficina de la 

Procuradora General.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 

 
Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


